NO AL VETO DE LA LEY

PARA LA ATENCIÓN DE ABORTOS NO PUNIBLES
EN LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
Solicitamos al Jefe de Gobierno, Mauricio Macri, que promulgue la Ley de Aborto no Punible de la Ciudad de Buenos Aires, sancionada por la Legislatura Porteña el pasado 28 de septiembre. Esta norma se encuentra en sintonía con lo resuelto este año por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y con los estándares internacionales en materia de derechos humanos de mujeres y niñas. Por eso, respaldamos la decisión de los diputados y diputadas de la Ciudad que, logrando un amplio consenso de la mayoría de las fuerzas políticas que integran la Legislatura, aprobaron esta ley a través de un procedimiento democrático luego de cinco largos años de debate.

A comienzos de este año, un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, esperado hace años por el movimiento de mujeres y celebrado por la mayoría del conjunto de la sociedad, llegó para instalarse como antecedente y no permitir retrocesos en los derechos de las mujeres y niñas. Allí, la Corte exhortó “a las autoridades nacionales y provinciales a implementar y hacer operativos, mediante normas del más alto nivel, protocolos hospitalarios para la concreta atención de los abortos no punibles a los efectos de remover todas las barreras administrativas o fácticas al acceso a los servicios médicos”.
La Corte agregó que “…cuando el legislador ha despenalizado y en esa medida autorizado la práctica de un aborto, es el Estado, como garante de la administración de la salud pública, el que tiene la obligación, siempre que concurran las circunstancias que habilitan un aborto no punible, de poner a disposición, de quien solicita la práctica, las condiciones médicas e higiénicas necesarias para llevarlo a cabo de manera rápida, accesible y segura. Rápida, por cuanto debe tenerse en cuenta que en este tipo de intervenciones médicas cualquier demora puede epilogar en serios riesgos para la vida o la salud de la embarazada. Accesible y segura pues, aun cuando legal en tanto despenalizado, no deben existir obstáculos médico–burocráticos o judiciales para acceder a la mencionada prestación que pongan en riesgo la salud o la propia vida de quien la reclama (ver al respecto, Sesión Especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas, desarrollada en junio de 1999)”
.

El derecho a decidir sobre su propio cuerpo en el marco de su privacidad es uno de los derechos sexuales y reproductivos que numerosos instrumentos internacionales de derechos humanos reconocen a las mujeres
. Asimismo, el artículo 37 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los reconoce expresamente como derechos humanos básicos y establece que su ejercicio debe ser libre de coerción y violencia.

El artículo 20 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza el derecho a la salud integral, en consonancia con la Organización Mundial de la Salud que indica que “La salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades”
. 
En relación con el consentimiento informado, el Decreto N° 2316/03, que modifica el Reglamento de la Ley Básica de Salud (Decreto N°208/2001) establece: "Toda persona que esté en condiciones de comprender la información suministrada por el profesional actuante, que tenga suficiente razón y se encuentre en condiciones de formarse un juicio propio, puede brindar su consentimiento informado para la realización de estudios y tratamientos. Se presume que todo/a niño/a o adolescente que requiere atención en un servicio de salud está en condiciones de formar un juicio propio y tiene suficiente razón y madurez para ello; en especial tratándose del ejercicio de derechos personalísimos (…)".
Además, la reglamentación de la Ley Básica de Salud de la Ciudad de Buenos Aires, Decreto 208/2001 prevé en su artículo 4(, inciso h) que “toda persona que esté en condiciones de comprender la información suministrada por el profesional actuante, que tenga suficiente razón y se encuentre en condiciones de formarse un juicio propio, puede brindar su consentimiento informado para la realización de estudios y tratamientos. Se presume que todo/a niño/a o adolescente que requiere atención en un servicio de salud está en condiciones de formar un juicio propio y tiene suficiente razón y madurez para ello; en especial tratándose del ejercicio de derechos personalísimos (tales como requerir información, solicitar testeo de HIV, solicitar la provisión de anticonceptivos)”.
En cuanto a la intervención de más de un/a profesional de la salud, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho: “el aborto no punible es aquel practicado por ‘un médico con el consentimiento de la mujer encinta’ (artículo 86 del Código Penal) circunstancia ésta que debe aventar todo tipo de intento de exigir más de un profesional de la salud para que intervenga en la situación concreta pues, una exigencia tal, constituiría un impedimento de acceso incompatible con los derechos en juego en este permiso que el legislador ha querido otorgar. Por otra parte, las prácticas de solicitud de consultas y la obtención de dictámenes conspiran indebidamente contra los derechos de quien ha sido víctima de una violación (…) esta práctica irregular no sólo contraviene las obligaciones que la mencionada Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en su artículo 7º, pone en cabeza del Estado respecto de toda víctima de violencia, sino que, además, puede ser considerada, en sí misma, un acto de violencia institucional en los términos de los artículos 3º y 6º de la ley 26.485 que establece el Régimen de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales”
. 

Por todos los motivos expuestos, respaldamos la decisión de los diputados y diputadas de la Ciudad que, logrando un amplio consenso de la mayoría de las fuerzas políticas que integran la Legislatura y a través de un procedimiento democrático, han sancionado con fuerza de ley el Protocolo de Atención de Abortos no Punibles de la Ciudad de Buenos Aires.
� Cfr. CSJN, F.A.L. s/medida autosatisfactiva (F. 259. XLVI), sentencia del 13 de de marzo de 2012, considerando 25.


� Cfr. Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993; Conferencia Mundial sobre Población y Desarrollo realizada en El Cairo en 1994; Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en Beijing en 1995; Convención Interamericana de Belem do Pará para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres aprobada en 1994.


� Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud, adoptada por la Conferencia Sanitaria Internacional, celebrada en Nueva York del 19 de junio al 22 de julio de 1946.


� Cfr. CSJN, F.A.L. s/medida autosatisfactiva (F. 259. XLVI), sentencia del 13 de de marzo de 2012, considerando 24.





